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Aunque existiera buena informa-
ción sobre el comercio ilícito de
armas pequeñas que actualmente
se lleva a cabo en Centroamérica
solamente explicaría una pequeña
parte del problema de la propaga-
ción y el abuso de estas armas en
la región. Para comprender la pro-
blemática actual referente a las ar-
mas pequeñas en el istmo es tam-
bién necesario examinar la distri-
bución no comercial, el uso ilegal
de armas legales y otros factores
más. En este contexto se tiene que
incluir a los países del Caribe,
Colombia, el Estado mexicano de
Chiapas y la frontera mexicano-
estadounidense como parte de la
región centroamericana por su
geografía, relaciones comerciales
y de inmigración.

Los conocimientos del Programa
sobre Seguridad y Desarrollo
(SAND), sobre la circulación de
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armas en Centroamérica, no pro-
viene de un enfoque institucional
en el comercio de armas sino como
consecuencia de tres aspectos de
nuestro trabajo. Primero, nuestra
documentación y análisis de los
programas de entrega voluntaria
de armas (PEVA) en El Salvador y
Panamá nos ha permitido obser-
var la cantidad y clase de armas
entregadas por ciudadanos a cam-
bio de ciertos beneficios y bajo
amnistía total. Segundo, hemos te-
nido la oportunidad de entrevistar,
formalmente e informalmente, a
excombatientes, militares, policías
y “mareros”i sobre este tema. Y ter-
cero, desde nuestro instituto segui-
mos de cerca todos los artículos de
la prensa centroamericana que
mencionan la presencia o uso in-
debido de las armas pequeñas, con
énfasis en sucesos involucrando
armas bélicas como rifles de asal-
to, cohetes y granadas.

Prefiero no perder el tiempo resu-
miendo la historia de la Guerra
Fría, los conflictos civiles y su par-
ticipación en la proliferación de
armas de guerra en Centroamérica.
Investigadores sociales como
Michael Klare y Cristopher Louise
han cubierto este tema bastante
bien.ii Es inútil intentar echar la
culpa a un país o grupo específico
cuando circulan cientos de miles
(tal vez millones) de armas en
Centroamérica de fabricación es-
tadounidense, israelita, belga, so-
viética, austríaca, brasileña, checa,
yugoslava, española, francesa, ita-
liana y coreana entre otras. Aho-
ra, la comunidad internacional se
da cuenta de los defectos de los
programas de desarme de la ONU
y otras instituciones internaciona-
les que solamente logran recupe-
rar una pequeña parte de las ar-
mas de guerra en circulación. Un
buen ejemplo de estas deficiencias
es el proceso de desarme en Gua-
temala que solamente logró la re-
colección de 1,800 armas del
URNG después de tres décadas de
guerra.iii Al mismo tiempo la so-
ciedad civil guatemalteca sabe muy
poco sobre los 16,000 rifles F-1 y
F-2 distribuidos a las patrullas de
autodefensa civil (PAC) por el ejér-
cito durante los años 80.iv La gran
disponibilidad de todo tipo de ar-
mamento en El Salvador, Guate-
mala y todos los países del istmo
es el factor más importante para
entender el tráfico de armas en la
región. Son muy pocas las armas
fabricadas en Centroaméricav, y por
eso, la existencia de grandes
inventarios de armas dejadas por

* Este artículo fue publicado originalmente por el Centro para la Paz y la Reconciliación de la Fundación Arias para la Paz y el
Progreso Humano con el apoyo de  la Fundación Ford, en su página web (http://www.arias.or.cr). La Fundación Arias y el autor
han otorgado a la Comisión de Derechos Humanos del Estado de México, el permiso correspondiente para reproducirlo en este
número del Órgano Informativo.

i Mareros son los integrantes de las pandillas juveniles conocidas como maras en El Salvador y otros países vecinos.
i i Véase 1) Michael Klare y David Anderson, A Scourge of Guns: The Diffusion of Small Arms and Light Weapons in Latin America,

Arms Sales Monitoring Project of the Federation of American Scientists, (Washington DC, 1996). 2) Christopher Louise, Light
Weapons in Central America: A Preliminary Report of the Militarisation of Civil Society in El Salvador, Guatemala and Chiapas,
research note prepared for the British American Security Information Council’s Project on Light Weapons (Londres, julio 1996).

i i i Informe de MINUGUA sobre el desarme del URNG, 1998.
iv Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), Capítulo 7 «Inseguridad Ciudadana», Informe de PNUD

Guatemala 1998, (Guatemala, marzo 1998), p. 27.
v El ejército guatemalteco tiene una fábrica de armas y municiones en el departamento de Petén.
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la Guerra Fría debe ser analizada
en combinación con seis factores
ambientales:

1. Por toda la región las fronteras
son porosas, mal marcadas y
difícil de vigilar por la geogra-
fía y falta de capacidad y re-
cursos.

2. Las zonas de libre comercio y
la banca de ultramar en Pa-
namá, Gran Caimán y otros
países del Caribe facilitan los
negocios al margen de la ley.

3. El aumento en el narcotráfico
que utiliza pistas clandestinas
de aterrizaje en todos los paí-
ses centroamericanos es difícil
de separar del nuevo comer-
cio ilícito en armas pequeñas.

4. Empleados públicos de todos
niveles se corrompen fácilmen-
te debido a los bajos sueldos
frecuentemente retrasados, y
poca oportunidad económica
en la región.

5. Los recursos destinados a la
desmovilización y reinserción
de los excombatientes no fue-
ron suficientes para su reincor-
poración a la sociedad civil.

6. Las nuevas fuerzas de seguri-
dad pública, en su transición
desde mandos militares a civi-
les, no han podido enfrentar
el aumento de la violencia co-
mún debido al poco tiempo de
preparación y la dificultad que
han tenido en formar nuevos
efectivos.

Teniendo en cuenta estos factores,

quiero empezar este análisis sobre
la circulación de armas pequeñas
en América Central enfocándome
en cinco áreas: la recirculación de
inventarios dejados por la Guerra
Fría; la narcoactividad; la indus-
tria de seguridad privada; el co-
mercio legal de armas pequeñas y
el control de las armas en pose-
sión de los gobiernos.

La recirculación de inventariosLa recirculación de inventarios
dejados por la Guerra Fríadejados por la Guerra Fría

Investigadores y expertos estiman
que circulan alrededor de 2 millo-
nes de armas ilegales en
Centroamérica. Las evidencias su-
gieren que la mayor parte de ellas
fueron introducidas durante los
años de conflicto armado. En el
caso salvadoreño, entre 1982-
1991, el gobierno estadounidense
regaló 33,274 rifles de asalto
M-16, 3,120 lanzagranadas 40mm
y 267,000 granadas de
fragmentación.vi Si alguien fuera a
fiscalizar estos regalos dudo que
podría encontrar documentación
sobre estas armas. Durante mi ob-
servación de una jornada del pro-
grama «Bienes por Armas de Fue-
go», en San Salvador en julio de
1998, observé que aproximada-
mente 20% de las armas entrega-
das eran rifles de asalto M-16 cla-
ramente marcadas «Property of
United States Government». Aun-
que el gobierno estadounidense
introdujo muchas de estas armas
es posible también que llegaran re-
cicladas de Vietnam o de otro con-
flicto centroamericano.

Varias veces al año personas par-
ticulares y las autoridades encuen-
tran arsenales de armas abando-

nadas u olvidadas, aparentemen-
te pertenecientes al FMLN de El Sal-
vador, en alguna vecindad de
Managua o San Salvador. En fe-
brero de 1999, cerca de Managua,
la policía encontró un buzón con
municiones para fusiles, más de dos
mil kilos de TNT, espuelas de gra-
nadas fragmentarias y lanzacohetes
entre otros.vii En julio del año 1998
la policía nicaraguense encontró
600 RPG-7 y rifles de asalto atri-
buidos al FMLN. Poco después en
el departamento salvadoreño de La
Libertad, la PNC de El Salvador
encontró un buzón bajo tierra que
contenía once fusiles M-16, G-3 y
Galil, un lanzagranadas, cinco
submetralladoras, cinco pistolas,
una escopeta calibre 12mm, dos
revólveres, 148 bloques de TNT y
una gran cantidad de material
explosivo.viii Varios meses antes, en
mayo de 1998, un militar hondu-
reño fue arrestado en Tegucigalpa
por tener 167 rifles de asalto en su
casa sin ninguna documentación.ix

Las armas han cambiado de ma-
nos tantas veces que sería absur-
do intentar decir a quienes perte-
necían. El problema es que los ar-
senales olvidados siguen apare-
ciendo y muchas veces son civiles
quienes los encuentran y no las
autoridades indicadas.

La recirculación de armas en
Centroamérica parece haber teni-
do su impacto en el estado mexi-
cano de Chiapas. El gobierno
mexicano acusó a excombatientes
salvadoreños, en agosto del año
pasado, de haber exportado armas
a Chiapas después de encontrar a
mercenarios salvadoreños operan-
do en su territorio.x El mismo día
en El Salvador, la Policía Nacional

vi Lora Lumpe, «Leader of the Pack», Bulletin of Atomic Scientists: Small Arms, Big Problem, Educational Foundation for Nuclear
Science, (Chicago, enero 1999), p. 28.

vii Rafael Cerna, «Encuentran armas del FMLN en Nicaragua», El Diario de Hoy, San Salvador, 12 febrero 1999.
viii Jaime García, «Hallan más armas en terreno donde estuvo plagiado Súster», El Diario de Hoy, San Salvador, 22 julio 1998.
ix Associated Press, «Ex jefe militar enfrenta juicio por poseer armamento ilegal», La Nación Digital, San José, 25 mayo 1998.
x Bernardo Valiente, «Investigarán apoyo salvadoreño a zapatistas», La Prensa Gráfica, San Salvador, 11 agosto 1998.
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Civil (PNC) decomisó y destruyó un
arsenal de 56 granadas, 64 pro-
yectiles y 4 morteros que supuesta-
mente fue un viejo cache del Fren-
te Farabundo Martí de Liberación
Nacional (FMLN). A comienzos de
1998 dos militares hondureños fue-
ron procesados por el gobierno
mexicano por proveer armas a los
Zapatistas en 1994.xi Armas y mer-
cenarios de origen centroamerica-
no continúan cruzando la frontera
mexicana.

También podemos ver el problema
de la recirculación de viejos
inventarios con la frecuencia del
uso de granadas contra civiles en
los buses de Guatemala y los ba-
rrios de San Salvador. Con la ex-
cepción de las granadas hechizas,
no se fabrican estos artefactos en
Centroamérica. En Guatemala, el
proyecto de desminado ejecutado
por la Organización de Estados
Americanos (OEA) y la Junta
Interamericana de Defensa (JID) da
igual importancia a la recolección
de granadas y otros explosivos que
a la detección y remoción de mi-
nas por su extensa proliferación en
zonas de posguerra.xii

En este contexto reitero que, desde
mi punto de vista, la recirculación
y redistribución de armas presen-
tes en la región desde hace años
es el factor principal que contribu-
ye a la disponibilidad de armas en
Centroamérica. Es difícil averiguar
su origen exacto porque muchas
armas tienen el número de serie li-
mado. Lo importante de notar aquí
es que esta disponibilidad hace
mucho más fácil la delicuencia co-
mún que se está viviendo y los
masacres como él que ocurrió en

Acteal, Chiapas en diciembre de
1997.

La narcoactividadLa narcoactividad

Es bien reconocido que la infiltra-
ción de la DEA en las redes co-
lombianas y la vulnerabilidad eco-
nómica de los países centroameri-
canos han dado las condiciones
para que la región sea un punto
de tránsito importante en el tráfico
de drogas hacia los Estados Uni-
dos. En muchos sentidos es difícil
separar el tráfico de drogas del trá-
fico en armas. El investigador
Christopher Louise señala que los
dos son productos de alto valor y
baja densidad aunque la relativa
abundancia de armas en el istmo
refuta ese argumento un poco.

Puedo dar un testimonio personal
respecto al incremento del
narcotráfico en Centroamérica du-
rante los últimos cinco años. No
me puedo explicar de otra forma
la proliferación de tiendas llenas de
productos importados, mansiones
en barrios marginales y la cons-
trucción de tantos hoteles de lujo
cuando estos países tienen altos
niveles de deuda externa y pocas
divisas con que pagarla. El crack
(cocaína en piedra) ha tomado
control de grandes segmentos de
la juventud salvadoreña desde los
comienzos de las deportaciones de
los infractores que residían en los
EEUU. Además parece que los tra-
ficantes ahora pagan una parte en
drogas y otra en armas. No hemos
visto ni la superficie de esta crisis
de violencia y adicción en la ju-
ventud salvadoreña.

Las armas que llegan como parte

de este comercio provienen de
fuentes nuevas en los EEUU y
Sudamérica tanto de inventarios
reciclados por el involucramiento
de excombatientes y militares. Sin
embargo, parece que la mayoría
siempre son armas recicladas. Pa-
namá frecuentemente aparece
como punto de introducción de
mucho contrabando debido a sus
zonas de libre comercio y «flexibles»
leyes bancarias. La DEA ha encon-
trado vínculos entre la Zona Libre
de Colón y una banda chino-co-
lombiana involucrado en el tráfico
de drogas, personas y rifles de asal-
to Kalishnakov entre Asia,
Sudamérica y los Estados Unidos.xiii

Al mismo tiempo el periodismo de
investigación ha producido repor-
tes en la prensa panameña sobre
un argentino acusado de utilizar a
Panamá como base de operacio-
nes para el tráfico de armas hacia
Croacia, Bosnia y Ecuador entre
1991-1995.xiv

En la costa atlántica de Costa Rica
los traficantes han dado AK-47s a
campesinos para proteger las plan-
taciones de marihuana.xv En la ciu-
dad de Guatemala, la policía ha
documentado la existencia de 17
bandas armadas vínculadas con el
narcotráfico. El gobierno guatemal-
teco, actualmente mantiene 280
demandas contra comerciantes le-
gítimos de armas por vender ar-
mas a traficantes.xvi

También sabemos que existen sin-
dicatos de crimen organizado for-
mados por excombatientes y mili-
tares que operan en el Triángulo
del Norte (Guatemala, Honduras,
El Salvador y Nicaragua) que par-
ticipan en narcotráfico, secuestros,

xi Reuters, «Investigan tráfico de armas desde Centroamérica para Zapatistas, La Nación Digital, San José, 26 mayo 1998.
xii Entrevista con personal del proyecto de desminado de la OEA en Guatemala, septiembre 1998.
xiii ACAN-EFE, «Agentes acaban red de narcos, traficantes de armas e indocumentados», La Prensa, ciudad de Panamá, 3 agosto

1999.
xiv Herasto Reyes y Aristides Cajar Páez, «Documentos comprometedores», La Prensa, ciudad de Panamá, 6 octubre 1998.
xv Irene Vizcaíno, «Narcos toman a Talamanca», La Nación Digital, San José, 8 abril 1998.
xvi Ramón Hernández, «Prosigue el cierre de armerias,» Prensa Libre, ciudad de Guatemala, 1 abril 1998
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extorsión y asaltos de bancos. Se
necesita una buena cantidad de
armas pequeñas y municiones para
mantener estas empresas. La ma-
yoría de las drogas van hacia los
EEUU a través de México. Es na-
tural que se paga parcialmente por
el servicio de transporte en armas.
No obstante, armas de alto calibre
son baratas y abundantes dentro
de la región y los contratistas pro-
bablemente prefieren dinero en
efectivo sobre armas. Nuevas ar-
mas de fabricación más sofisticada
son más caras y no son accesibles
a todas las personas involucradas
en el tráfico de drogas. A la vez la
abundancia de armas y bajos pre-
cios en el mercado negro proveen
grandes incentivos para la expor-
tación de armas recicladas a otros
países del mundo.

Muchas veces la prensa y las au-
toridades echan la culpa a las
maras por el aumento en el tráfico
de armas de una manera no justi-
ficada. Claro que las maras parti-
cipan en estas actividades pero no
son los líderes intelectuales. Mi ex-
periencia, por medio de observa-
ción y entrevistas con integrantes
de las diferentes maras, me indica
que la mayoría de estos jóvenes son
de 13-18 años, usan armas y gra-
nadas hechizas y navajas y son
demasiado adictos al crack como
para disponer del poquito de di-
nero que se necesita para comprar
una AK-47.

La seguridad privadaLa seguridad privada

El aumento en el crimen y la vio-
lencia en combinación con la de-
bilidad de las fuerzas de seguridad
pública bajo nuevos mandos civi-
les han creado un vacío en la se-
guridad ciudadana y del sector pri-
vado en toda Centroamérica.

Cada banco, edificio, camión y
barrio de lujo tiene sus agentes de
seguridad privada con armas de
alto calibre. Los gobiernos de la
región no están preparados, en tér-
minos administrativos tanto como
legales, para esta industria emer-
gente que en gran parte funciona
al borde de la legalidad. Muchos
sospechan de la participación de
estas empresas en el tráfico de ar-
mas por el hecho de que muchos
de los dueños y efectivos de estas
empresas son militares o ex-milita-
res y compran armas regularmen-
te. Mis conocimientos sobre esta
industria se limitan a El Salvador y
Guatemala.

En El Salvador el gobierno ha re-
gistrado 80 empresas de seguridad
privada con 17,000 agentes bajo
la Ley de los Servicios de Seguri-
dad, aprobada por la legislatura
en 1994.xvii A primera vista, todos
los efectivos de dichas empresas
tienen que asistir a un curso de cin-
co días, a un costo de $50 dóla-
res, adminstrado por la Academia
Nacional de Seguridad Pública
(ANSP). Hasta enero de 1999, sólo
8,118 agentes de los 17,000 han
sido capacitados para ejercer su
labor en la ANSP.xviii Una gran parte
de las empresas de seguridad pri-
vada no llevan inventario del ar-
mamento que utilizan para sus la-
bores presentando grandes opor-
tunidades para el tráfico ilegal.

En Guatemala, la situación es aún
más grave. El PNUD estima que
operan cerca de 200 empresas de
seguridad privada en el país y de
ellas solamente 30 están registra-
das. La ley sobre estas empresas
aún está pendiente ante la legisla-
tura. En el transcurso, 800 comités
armados de vigilancia han sido
formados en la capital, la más co-

nocida sigue siendo los Guardia-
nes del Vecindario (GV).xix GV es
una ONG que promueve la
portación de armas en Guatemala
para combatir la delincuencia en
las comunidades.

Ya conocemos muy bien las con-
secuencias de tener a las policías
armadas sin suficiente entrena-
miento y control sobre sus accio-
nes. Temo que el crecimiento en
estas fuerzas privadas aún menos
reguladas por el gobierno, trae con-
secuencias negativas incluyendo
también el tráfico ilícito en armas.
Además, la cantidad de dinero in-
vertido en estos servicios son re-
cursos no destinados a la inversión
en la tecnología, los recursos hu-
manos y el mercadeo, inversiones
que tendrán mayores beneficios
para la sociedad en general. Es
preocupante, tanto en Guatemala
como en los demás países de la
región, esta privatización de facto
de la seguridad pública. Si no ha-
cen algo al respecto pronto los
gobiernos centroamericanos, per-
derán control total sobre la seguri-
dad ciudadana y los pobres ten-
drán áun menos acceso al apoyo
policial que tienen ahora. Y así,
grupos como GV tendrán toda la
razón en promover el uso de ar-
mas de fuego entre los ciudada-
nos.

El comercio legal de armasEl comercio legal de armas
pequeñaspequeñas

Por todo el mundo, una gran ma-
yoría de las armas pequeñas que
circulan una vez fueron produci-
das o distribuidas de una manera
legal y legítima. Estas armas pa-
san a la ilegalidad por medio del
robo, el descuido o una transac-
ción ilegal. Muchas veces una pro-
funda examinación del comercio

xvii «Agencias de seguridad son ilegales», La Prensa Gráfica, San Salvador, 28 octubre 1998.
xviii Elder Gómez, «Podrían cerrar más empresas seguridad», El Diario de Hoy, San Salvador, 18 febrero 1999.
xix PNUD, «Inseguridad ciudadana» (1998).
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legal de armas de fuego nos pue-
de ayudar a entender el comercio
que se lleva a cabo ilícitamente.
He tenido la oportunidad de exa-
minar algunas cifras sobre el co-
mercio de armas dentro de Guate-
mala. Desde 1991, el Departamen-
to para el Control de Armas y Mu-
niciones (DECAM), bajo la juris-
dicción del Ministerio de Defensa,
ha cerrado 50 negocios de venta
de armas por irregularidades.xx

Una armería cerrada este año no
podía verificar una venta de
629,000 balas a un individuo ocho
meses antes. Cuando llegaron al
individuo no las tenía, él dijo que
las necesitaba para la caza depor-
tiva y para defender su rancho. Para
acabar con esa cantidad de
munciones en ese plazo de tiempo
tendría que disparar 2,568 veces
cada día. Este, es solamente un
caso entre muchos que demuestran
la manipulación del mercado le-
gal de armas.

DECAM mantiene otras estadísti-
cas que son igualmente alarman-
tes. En 1997, empresas e indivi-
duos solicitaron permisos para im-
portar 84,212 armas de fuego.
DECAM cedió 20,603 permisos de
importación en 1997. De los
20,603 armas importadas 19,588
fueron vendidas. ¿Qué pasó con
la demanda para los 60,000 ar-
mas que no fueron autorizadas?
Las leyes de «oferta y demanda» nos
dicen que probablemente entraron
al país ilegalmente. Las estadísti-
cas para la importación de muni-
ciones son aún más preocupantes.
Todo esto nos indica que en Gua-
temala, como en toda
Centroamérica, la gente se está
armando fuertemente de la mane-
ra más accesible, que sea legal o
ilegalmente. Parece que ambos

mercados de armas, legal e ilícito,
se retroalimentan creando más de-
manda para armas de alto calibre
en una región con una larga tra-
dición de portación de armas. Aho-
ra, el uso de granadas y rifles de
asalto es tan común como ha sido
la costumbre de usar pistolas y re-
vólveres.

El control de las armas enEl control de las armas en
posesión de los gobiernosposesión de los gobiernos

Es común que los gobiernos se
declaran en contra del tráfico y uso
de las armas. Sin embargo, son
muy esquivos cuando la sociedad
civil llama por una auditoría de las
armas bajo control gubernamen-
tal. Sabemos que hay muchos ele-
mentos corruptos (no todos) entre
los militares y policías y que las
armas muchas veces están alma-
cenadas de una manera no muy
segura, y por eso no nos podemos
sorprender cuando un militar dis-
tribuye armas de una forma ilegal
o cuando ladrones penetran a un
arsenal de la policía. Hay muchas
oportunidades para el mal manejo
de las armas pertenecientes al go-
bierno. Aquí presento algunos
ejemplos centroamericanos durante
el último año y medio.

En agosto 1998, el Centro de Es-
tudios Estratégicos de Nicaragua
(CEEN) detectó a través de un es-
tudio que 700 fusiles AK que el ejér-
cito de Nicaragua entregó a pro-
ductores de la zona de Matagalpa,
para que organizaran su
autodefensa frente a bandas arma-
das, no tuvieron el destino
previsto.xxi Más bien fueron roba-
dos por asaltantes comunes, que
se abastecen de municiones en el
mercado ilegal. Inicialmente la idea
de las autoridades castrenses al

distribuir los armamentos era que
las mismas fueran canjeadas por
carabinas que tuvieran licencia,
con los cuales los productores pu-
dieran respaldar la adquisición de
las municiones. No tengo suficiente
información sobre este caso para
comentar mucho pero me parece
una política peligrosa, además de
establecer un mal precedente, la
distribución de armas a civiles por
los militares.

En marzo de 1998 en Costa Rica,
un informe del Ministerio de Segu-
ridad Pública registró un faltante
de 18,750 proyectiles, calibre nue-
ve milímetros, destinados a un pro-
grama de entrenamiento de efecti-
vos de la Segunda Comisaría, pese
a que no fueron percutidos duran-
te las respectivas prácticas de tiro
al blanco.xxii Aparte del faltante el
informe señaló graves deficiencias
en el registro de los tiros que in-
gresaban a la armería de ese cuerpo
policial, ausencia de reportes so-
bre las municiones perdidas y falta
de control para determinar sobran-
tes.

El descuido e irresponsabilidad
también contribuye a la entrada de
armas de las policías al mercado
negro. En diciembre de 1998, en
San Salvador, 17 armas del PNC
fueron robadas del Departamento
de Familia, de la PNC, donde es-
taban dentro un escritorio.xxiii Ade-
más de las 17 armas de equipo po-
licial, los ladrones robaron la del
vigilante. Fue la tercera vez en tres
meses que armas policiales habían
sido extraviadas o robadas dentro
de las instalaciones de la PNC.

¿Y qué pasará con las nuevas com-
pras de armas de las agencias de
seguridad pública? La PNC de

xx En mayo y septiembre de 1998 el autor se entrevistó con el entonces Director de DECAM, Col. Otto Lavagnino.
xxi Humberto Meza, «Bandidos con armas del Ejército», La Tribuna, Managua, 31 agosto 1998.
xxii Ronald Moya Ch., «Municiones perdidas», La Nación Digital, 16 marzo 1998.
xxiii Mario Martínez, «Roban 17 armas de agentes de la PNC» El Diario de Hoy, San Salvador, 15 diciembre 1998.
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Guatemala, actualmente, espera la
llegada de 6 mil pistolas Beretta
calibre .9mm y 3 mil
subametralladoras UZI-SMG.xxiv

¿Están seguros los ciudadanos
guatemaltecos y sus representan-
tes en el congreso que estas armas
no entrarán al mercado negro?

ConclusiónConclusión

No he pretendido cubrir todos los
factores que contribuyen a la cir-
culación de armas en
Centroamérica, mucho menos las
causas de la violencia. Sin embar-
go, todos estamos aquí participan-
do en esta conferencia porque sa-
bemos que existe un gran proble-
ma que afecta a todos los países
del istmo, el desarrollo
socioeconómico no vendrá si per-
sisten los niveles actuales de vio-
lencia contra civiles con armas de
fuego. Comprendemos que la vio-
lencia nunca bajará sin grandes
reducciones en la pobreza y mayor
justicia social. La gran disponibili-
dad de armamento de todo tipo en
la región imposibilita la realización
de las tareas necesarias para avan-
zar, sin seguridad no hay desarro-
llo.

Hay muchas cosas que se deben
hacer al respecto: recolectar y des-
truir las armas dejadas por la Gue-
rra Fría, luchar más eficazmente
contra la narcoactividad, regular
las empresas privadas de seguri-
dad, subrayar los aspectos negati-
vos del comercio legal e irrespon-
sable de las armas de fuego, me-
jorar la policía y el sistema judi-
cial. Son enormes retos aún bajo
condiciones perfectas.

No tengo ninguna receta para re-
solver estos problemas bajo las
condiciones imperfectas que vemos

hoy día. No obstante, me gustaría
hacer una recomendación sobre
una política que potencialmente
podría ser implementada en la re-
gión si no en el hemisferio. Tiene
que ver con la capacidad de la
policía. Y antes de elaborar, qui-
siera defender a los policías cen-
troamericanos un poco. Tengo diez
años de estar visitando
Centroamérica regularmente tres de
los cuales pasé en Honduras y El
Salvador. Voy a tomar el ejemplo
de El Salvador.

En 1989, la Policia Nacional (PN)
era el enemigo de casi todos los
salvadoreños. Ahora, pese a todos
sus defectos, fallos y abusos, ten-
go que decirles que la PNC es una
institución mucho mejor que su
antecesor. Creo que el caso es si-
milar en todos los países donde
estamos viendo la transición de
mando militar a civil en las fuerzas
de seguridad pública. Estas nue-
vas fuerzas policiales empiezan con
el mínimo de entrenamiento y tie-
nen que combatir una delincuen-
cia, mejor armada y sin preceden-
te histórico, y no deben usar las
mismas técnicas opresivas de an-
tes. Parece que los ciudadanos tan-
to como la comunidad internacio-
nal les han puesto las normas de
evaluación de Wall Street. Espera-
mos resultados en el primer trimes-
tre o vendemos nuestras acciones,
en este caso, compramos seguri-
dad privada o pagamos escuadro-
nes de la muerte para que resuel-
van los «problemas». No quiero li-
brar a los policías ni los políticos
de sus responsabilidades en cuan-
to a la seguridad ciudadana sino
concienciarnos sobre nuestra res-
ponsabilidad como investigadores,
donantes y ONG de no criticar a
estas agencias a no ser que tenga-
mos alguna alternativa más que la

privatización entera de la seguri-
dad.

Mi propuesta es una micro-
propuesta en comparación con los
temas que estamos tocando aquí y
tiene algo que ver con un tema que
vamos a tratar más tarde en esta
conferencia: la Convención
Interamericana contra la Fabrica-
ción y el Tráfico Ilícitos de Armas
de Fuego, Municiones, Explosivos
y otros Materiales Relacionados.xxv

No quiero hablar de los artículos
de esta convención cuando al-
guien mejor calificado lo hará más
tarde, sino proponer que la exami-
nemos con el propósito de ver que
se puede hacer en cuanto al últi-
mo factor que discutí en mi pre-
sentación, el control de las armas
en posesión del Estado. Si hay tanto
abuso y descuido de las fuerzas de
seguridad sobre sus arsenales y
depósitos de armas cómo podemos
esperar responsabilidad en esta
área por parte de la sociedad civil.
Yo creo que el texto de esta Con-
vención permitiría el fortalecimien-
to de los sistemas de almacenaje
de armas en poder de los Estados
centroamericanos y destrucción de
muchas de las armas decomisadas
por estas mismas autoridades, de
hecho estoy seguro que lo permite.
Sé que el Banco Interamericano de
Desarrollo (BID) está muy
involucrado en los financiamientos
para la reforma del sector de se-
guridad en la región y se da cuen-
ta cada día más del impacto que
las armas tiene sobre el desarrollo.

¿Entonces qué podemos hacer no-
sotros sobre este asunto como par-
ticipantes en la sociedad civil? Pri-
mero, podemos presionar nuestros
propios gobiernos a que ratifiquen
la Convención Interamericana y
que la implementen. Segundo, de-

xxiv Danilo Valladares, «Licitación: Fransalva y GIR venderán armas para PNC», Prensa Libre, ciudad de Guatemala, 10 diciembre
1998.

xxv Se puede encontrar el texto de dicha convención en la página web de la OEA http://www.oas.org/En/prog/juridico/spanish/
tmateria.html#A
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bemos explorar las posibilidades de
financiamiento de parte del BID y
otros donantes haciendo inversio-
nes en este rubro. Tercero, como
investigadores, ONG y ciudada-
nos comunes podemos apoyar a
nuestros Ministerios de Seguridad
Pública y cuerpos policiales para
que tomen acciones positivas e
incrementarlas hacia un mayor ma-
nejo de las armas.

En casi todos los lugares que visi-
to, inclusive a los barrios margi-
nales de Estados Unidos, cuando
hablo de proyectos y alternativas
para combatir la violencia la gen-
te dice que no se puede porque las

policías son los peores de todos.
Sin una confianza en la policía, las
alternativas a la violencia y
armamentismo son pocas. Pero si
seguimos con este paradigma de
pensamiento, y quedamos confor-
mes con la situación tal como está
y no aprovechamos del aumento
en el diálogo sobre este tema, los
convenios que buscan reducir el
impacto de las armas en nuestras
vidas diarias y los recursos dispo-
nibles para hacer algo; sería me-
jor que siguiéramos el modelo
neoliberal puro y privatizáramos la
seguridad pública de un solo gol-
pe.


